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PROCURADURIA DELEGADA PARA ASUNTOS AMBIENTALES Y AGRARIOS

MEMORANDO No. 005

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible

Alcaldes  Municipales y  Distritales

ConceJ'os  Mun¡c¡pales y  Distritales

Corporaciones Autónomas  Reg¡onales,  Corporaciones de  Desarrollo

Sostenible, y Autoridades Ambientales  Urbanas

Procurador Delegado para Asuntos Ambientales

Adopción de medidas urgentes frente a desbordamientos de cuerpos

hídricos superficiales

AbriI  3 de 2017

Como  es  de  conocim¡ento  públ¡co,   Ia   avalancha  ocurrida   el  viernes  pasado  en   la  ciudad  de

Mocoa,  capital  del  departamento  de  Putumayo,  ocasionada  por el  desbordamiento  de  los  ríos
Sangoyaco,   Mocoa  y  Mulatos;  dejó  a  su   paso   pérdida  y  desaparición  de  vidas   humanas,   la

destrucción  de  v.iviendas,  pérdida  de  an¡males y daños  incalculables en  infraestructura  y  redes.

Días   atrás   una   situación   sim¡lar   pero   de    magnitudes   infer¡ores   también   se   viv¡ó   en   el

departamento del  Hu¡la.

Es   que,   la   variabilidad    natural   atmosfér¡ca   en   Colombia   que   en   los   últ¡mos   años   se   ha

acrecentado   de   manera   extrema,   se   ha   venido   man¡festando   en   cambios  de   las  variables
ambientales  como  las  lluvias globales y sus  patrones,  la  cobertura  de  nubes y todos  los demás
elementos del sistema atmosférico; todo dentro del fenómeno global del Cambio Cl¡mático.

Ello  se  ha traduc¡do  en  una grave  situación  de vulnerabilidad  en  el  territorio colombiano,  razón

por   la   cual   en    reiteradas   ocasiones,   el    M¡nisterio    PúbI¡co    ha   solicitado   a    las   entidades
relac¡onadas  con  el  tema,    acc¡ones  efectivas  tendientes  a  que  las  med¡das  de  adaptac¡ón  se
realicen   de   manera   Ex  ante   a   la   ocurrencia   de   las   afectac¡ones   que  generan   los   periodos

extremos   de   sequía   e   incendios   forestales,   o   de   fuertes   periodos   de   lluv¡a   que   generan
inundaciones y deslizam¡entos.

Considerando  el, riesgo  que  las  lamentables  situaciones  que  suced¡eron  en  los  departamentos
de  Putumayo y  Huila  pudiera  llegar  replicarse  a  n¡vel  nacional,  dadas  las  alertas emitidas  por el

lDEAM,   la   Procuraduría       Delegada   para   Asuntos   Ambientales   en   ejercicio   de   la   función

preventiva  consagrada  en  los artículos 277 y 278 de  la  Constitución  Política y en  el  Decreto  262
de  2000,  formula   nuevamente  un  enérg¡co  llamado  a   las  autoridades  destinatarias  de  esta
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comun¡cación  para  que  en  el  marco  de  sus  competencias,  se  adopten  las  medidas  respectivas
en  relación con  los s¡guientes aspectos:

1         PROTECClÓN  DEZONAS  DE  RONDAYDE  HUMEDALES.

Es  importante  que  las  autoridades  ambientales  fortalezcan  sus  instrumentos  de  vig¡lancia  y

control  ambiental conducentes a:

®       ldentif¡carydelimitar  laszonas  ¡nundables.

®      Formularestrateg¡asde  prevenciónyde  manejoen dichaszonas.

®       Hacer  cumpl¡r  las  normas  que  establecen  la  proh¡bición  de  construir  obras  dentro  de

los   30   metros   de   la   ronda   del   río,   con   el   fin   de   evitar   que   se   sigan   realizando

actividades    industriales,    proyectos    inmobiI¡arios,    etc.    dentro    de    estas   áreas.    (D.

2811/74 Art.  83,  D.1449/77 Art.  3g).
®      Adelantar    los    procesos    administrativos    de    carácter    preventivo    y    sancionatorio

tendientes  a  la  recuperación  de  las  zonas  de  ronda,  zonas  de  protección,  humedales,
rondas y  playones  ocupadas  o  intervenidos  ilegalmente  con  el  propósito  de  recuperar
el  normal funcionamiento hídr¡co de  las dinámicas de estas zonas.

®      Adoptar  med¡das  ¡nmediatas  para   la   protección  de  las  cuencas  de  la  jur¡sd¡cción,  en

coord¡nac¡ón con  las entidades terr¡tor¡ales.
®      Ajustar y  meJ'orar  el  modelo  de  adecuac¡ón  hidráulica  de  los  ríos  de  su  jur¡sdicción,  en

lo  que  t¡ene  que  ver,  por  ejemplo,  con  obras  de  dragado,  construcción  y  refuerzo  de

jarillones,  limpieza de  rondas,  etc.

2         DEFORESTAClÓN.

En  este  punto  en  particular se  insta  al  Minister¡o  de Ambiente y  Desarrollo Sostenible  para  que

le  dé  cumplimiento  a  la  explicita  estrateg¡a  de  deforestación  descr¡ta  en  el  Plan  Nacional  de

Desarrollo  -Ley  1753  de  2015-,  la  cual  indica  que  Tos es£rc,teg,'os de rec/ucc,'Ón  de/oresfoc,'Ón
se  bciscirán  en   la  potenciaI¡zac¡ón  de  act¡vidades  productivas  baias  en  deforestac¡ón  y  el
mejoramiento  d`e  los  medios  de  v¡da  local,  buscando  convergencia  entre  el  bienestclr  social,

económ,'co y omb,'er,fo/." (Negr¡lla y subrayas fuera de texto).

3         PLANEAClÓN,    ORDENAMIENTO    TERRITORIAL    Y    LA    PREVENClÓN    DE    AMENAZAS    Y

RIESGOS NATURALES.

De  acuerdo  con  el  arti'culo  59  de  la  Ley 388  de  1997,  el  ordenam¡ento  del  territor¡o  municipal y

distrital  comprende  un  conJ-unto  de  acciones  político-administrativas  y  de  planificación  fís¡ca,

en  orden  a  disPoner  de  ¡nstrumentos  eficientes  para  orientar  el  desarrollo  del  territor¡o  en

armonía  con el  medio ambiente y las trad¡ciones históricas y  culturales.

Esa  misma   Ley  establece  que  en  la  elaboración  y  adopción  de  los  Planes  de  Ordenamiento
Territorial,  los  mun¡cipios y distritos deben tener en cuenta  ciertas determinantes amb¡entales,

que  const¡tuyen  normas  de  superior jerarquía,  relac¡onadas  con  la  conservación  y  protecc¡ón
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del  med¡o amb¡ente,  los  recursos  naturales, y la  prevención de amenazas y  riesgos  naturales.

Por  lo  anterior,  es  indispensable  que  los  distintos  municipios  del  pai's,  actualicen  y  revisen  sus

Planes y Esquemas de Ordenam¡ento Terr¡torial, documentos  rectores en  los cuales deberá:

lncorporarse     la    variable    ambiental    en     los     procesos    de    revisión    y    de

actualízac¡ón    de    los    esquemas    de    ordenamiento    territorial    que    están

ádelantando  los  municip¡os,  al  tenor  de  lo  consagrado  en  la  Ley  388  de  1997  y

en  la  Circular O23  de  2010 de  la  Procuraduría  General  de  la  Nación.

lnclu¡rse  proh¡biciones  expresas   para   la  eJ-ecución  de  proyectos  y  desarrollos

inmob¡l¡ar¡os en zonas de  desastre así como de alto  riesgo.
'      Establecerplanesde  reubicación de  poblacionesa  zonas  másseguras.

®       Promover  un  anál¡s¡s transversal  de  las  variables  ambientales y  del  manejo  del

riesgo,   aspectos   coherentes   con   la   complejidad   nacional   de   asentamientos

humanos y expans¡ón  urbana.

En  concordancia  con  lo anterior,  los alcaldes,  los curadores  urbanos y  las oficinas de  planeación

deben  aJ-ustar y extremar  los controles  para  el  otorgam¡ento  de  licencias de construcción,  ex¡g¡r

mayores  estándares  ambientales  y  superv¡sar  el  cumplimiento  de  la  normat¡v¡dad  ambiental,

engeneral.

Todo  lo  anterior,  en  cons¡deración  a  lo  previsto en  el  artículo  12  de  la  Ley 1523 de  2012,  el  cual

establece que  los alcaldes y gobernadores son conductores del  Sistema  Nacional  de Gestión de
Riesgo  de  Desastres  en  su  n¡vel  territor¡al  y  están  investidos  de  las  competencias  necesar¡as

para  conservar  la  seguridad,  la tranqu¡l¡dad  y  la  salubridad  en  el  ámb¡to de  su jurisd¡cc¡ón, y en
armonía  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  31,  numeral  23,  de  la  Ley  99  de  1993,  en  donde  se
consagra  que  las Corporac¡ones Autónomas  Reg¡onales deberán  realizar activ¡dades de análisis,

segu¡miento  y  prevenc¡ón  y  control  de  desastres,  en  coordinación  con  las  demás  autor¡dades
competentes.

De  acuerdo  con`lo  establec¡do  en  el  artículo  48.38  de  la  Ley  734  de  2002  (Cód¡go  D¡sciplinario

Único),  se  recuerda  que  const¡tuye  FALTA GRAVISIMA,  sancionable  hasta  con  la  dest¡tución  del

funcionario e  inhabilidad general  para  ejercer cargos públicos  hasta  por 20 años,  la  omisión o el

retardo  de  las  funciones  propias  del  cargo,  permit¡endo  que  se  or¡gine  un  riesgo  grave  o  un

deterioro de  la salud  humana, el  medio ambiente o  los  recursos  naturales.

Atentamente,

GILBERTO AUGUSTO BLANCO ZUÑlGA

Procurador Delegado para Asuntos Ambientales

ProyectÓ:

Con  cop¡a:

GABZ/mchv-Ifat

Procuradores Judiciales Ambientales y Agrarios-N¡vel  Nac¡onal
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